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abril de 1992, 17 de abril y 19 de junio de 1998), ya que ‘el 
acta constituye por sí misma un documento de valor probato-
rio privilegiado por expresa disposición legal, cuando ha sido 
válidamente emitida’ sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expediente 
administrativo (...) hacen desaparecer la presunción de ino-
cencia, estando pormenorizada en cuanto a los datos que re-
fleja.»

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Pa-
blo Gómez Domínguez, en representación de Telecomunica-
ciones Animada, S.C.A. contra la resolución del Delegado del 
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, de fecha refe-
renciada, en consecuencia mantener la misma en sus propios 
términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 6 de febrero de 2007.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 7 de febrero de 2007, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
de alzada interpuesto por doña Rita de Cassia Ferrei-
ra Marques contra otra dictada por el Delegado del 
Gobierno de Jaén, recaída en el expediente S-BO-23-
000118-05.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a la 
recurrente doña Rita de Cassia Ferreira Marques de la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al recurso 
administrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado 
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla, a 19 de diciembre de 2006.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia efectuada por 
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía de fecha 31 de mayo de mayo de 2005, 

la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén 
incoó expediente sancionador contra doña Rita de Cassia Fe-
rreira Marques, con domicilio en paseo de Linarejos, núm. 46, 
bloque 1, 3.º B, de la localidad de Linares, por supuesta in-
fracción a lo dispuesto en la Ley 2/1986, de 19 de abril, del 
Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
(en adelante, LJACAA), al habérsele decomisado, mientras los 
vendía en el pasaje del Comercio, de Linares, un número de 7 
cupones, por importe unitario de 1 €, para el sorteo a celebrar 
ese mismo día, de la Organización Impulsora de Discapacita-
dos (OID).

Segundo. Tramitado el correspondiente expediente, el Sr. 
Delegado del Gobierno dictó resolución el 27 de septiembre 
de 2005, por la que se le imponía la sanción de multa por 
importe de tres mil quinientos (3.500) euros, como responsa-
ble de la infracción contemplada en el artículo 29.1 de la Ley 
2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que tipifica como infraccion grave “La 
organización, práctica o celebración, gestión o explotación de 
juegos y apuestas careciendo de alguna de las autorizaciones 
administrativas que reglamentaria y específicamente se esta-
blecen para cada juego, así como el permitir o consentir, ex-
presa o tácitamente, la celebración de estos juegos o activida-
des en locales o recintos no autorizados o mediante personas 
no autorizadas”, conducta imputable a doña Rita de Cassia 
Ferreira Marques, al darse por probados los hechos constata-
dos en la denuncia que dio origen al procedimiento. 

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las 
alegaciones que aquí se dan por reproducidas en aras del prin-
cipio de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resol-
ver los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones 
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983, 
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comuni-
dad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-
PAC), esta competencia de resolución de recursos administra-
tivos ha sido delegada en la Secretaría General Técnica.

I I

El recurrente alega como único motivo de impugnación 
la supuesta falta de competencia de la Administración de la 
Comunidad Autónoma para sancionar la venta de boletos 
carentes de autorización por ser su actividad de ámbito na-
cional y ser el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas 
del Estado el competente para concederla. Lo cierto es que, 
puesto que en el momento en que se cometió la infracción 
que se sanciona en este expediente, la actividad que desarro-
llaba la Organización para el Impulso de Discapacitados no 
contaba con los permisos pertinentes y con independencia 
del ámbito en que se desarrolle ésta, ha de considerarse que 
entra dentro del mandato de la Ley 2/1986, de 19 de abril, de 
Regulación del Juego y Apuestas que, en su artículo 4 esta-
blece que “Requerirán autorización administrativa previa, en 
los términos que reglamentariamente se determinen: ...d) El 
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juego de boletos” que, en este caso, tiene lugar en territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía. Esta postura viene 
corroborada, entre otras muchas, por la Sentencia del Tribu-
nal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 
3.ª, de 22 de junio de 2004 (Aranz. RJ 2004\4815) que dice: 
“...la actora reconoce paladinamente que en el momento en 
que fue sancionada estaba desarrollando un sorteo sin auto-
rización administrativa, puesto que le había sido denegada la 
autorización solicitada a Ministerio de Economía y Hacienda, 
cuya competencia la actora sostiene en este recurso... Por 
consiguiente, sin necesidad de dilucidar a qué Administra-
ción, si a la del Estado o a la autonómica, corresponde la 
competencia para autorizar dicho juego o apuesta, es claro 
que la Organización Impulsora de Discapacitados puso en 
marcha el Boleto en cuestión en territorio canario pese a ca-
recer de la preceptiva autorización administrativa y estaba 
desarrollando, por tanto, una actividad ilegal. Así las cosas, 
frente a un sorteo que se desarrolla sin autorización, es indis-
cutible la competencia de la Administración autonómica para 
perseguir y sancionar semejante actividad ilegal en virtud de 
la competencia sobre la materia en su territorio a la que se 
ha hecho referencia, como destacó la Administración en su 
contestación a la demanda. Esto es, para que efectivamente 
pudiera la entidad actora aducir la incompetencia de la Admi-
nistración autonómica debería contar previamente con la co-
rrespondiente autorización del Ministerio de Economía y Ha-
cienda para celebrar el referido sorteo. No puede, en cambio, 
pretender la actora que una solicitud ante el citado Ministerio, 
denegada por éste, pudiera determinar la incapacidad de la 
Administración autonómica para perseguir en su territorio el 
desarrollo de una actividad ilegal en materia de su competen-
cia por la sola circunstancia de que ella entienda que se trata 
de un sorteo de ámbito nacional y la referida denegación de 
la autorización por la Administración del Estado estuviese im-
pugnada ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa en 
el momento de desarrollarse los hechos”.

No obstante lo anterior, parece más adecuado, conforme 
a la legalidad vigente y acorde con los criterios mantenidos por 
esta Consejería, la tipificación de las conductas sancionables 
según con lo previsto en el artículo 30.4 de la Ley 2/1986, 
de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, que considera como infraccion leve “El 
incumplimiento de los requisitos o prohibiciones establecidas 
en esta Ley, Reglamento y disposiciones que la desarrollen, 
no señalados como infracciones muy graves o graves”; a su 
vez el artículo 6.3 del mismo texto legal exige autorización 
administrativa previa para ejercer conductas de comercializa-
ción, distribución o mantenimiento de material de juego. A te-
nor de todo ello, y en concordancia con la interpretación que, 
asimismo, ha expresado la Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de Sevilla, de fecha 4 de julio de 1992, que entiende que “...
la infracción es calificada de grave ... calificación que consi-
deramos incorrecta, pues el artículo 28.1 aquí aplicado, está 
prevista sin duda alguna para irregularidades de muchas más 
envergadura (“la organización” empieza diciendo el precepto) 
que la simple venta callejera e individual...En consecuencia 
procede rectificar la resolución en el sentido de que la in-
fracción es una infracción leve del artículo 30.4...”. Así pues, 
teniendo en cuenta lo anterior, vistos los preceptos legales 
citados y demás de general aplicación,

R E S U E L V O

Estimar en parte el recurso interpuesto por doña Rita de 
Cassia Ferreira Marques contra la Resolución de fecha 27 de 
septiembre de 2005, del Sr. Delegado del Gobierno de la Junta 

de Andalucía en Jaén, recaída en expediente sancionador
J-118/05-BO, calificando la infracción sancionada como leve, 
fijando el importe de la multa impuesta en ciento cincuenta 
(150) euros, confirmando el resto de la resolución a todos los 
efectos.

Notifíquese la presente resolución al interesado con in-
dicación de los recursos que caben contra ella. El Secretario 
General Técnico. Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Contra la presente resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 7 de febrero de 2007.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 1 de febrero de 2007, de la Delega-
ción del Gobierno de Almería, notificando Acuerdo de 
Inicio de expedientes sancionadores por presunta in-
fracción a la normativa general sobre defensa de los 
consumidores y usuarios.

Intentada infructuosamente la notificación, en dos ocasio-
nes, del Acuerdo de Inicio dictado en el expediente sanciona-
dor que abajo se detalla, incoado por presunta infracción a la 
normativa general sobre defensa de los consumidores y usua-
rios, y en cumplimiento de lo establecido en el art. 59.4 en re-
lación con el art. 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, esta Delegación del Go-
bierno ha acordado la publicación del presente anuncio en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, así como en el tablón 
de anuncios del correspondiente Ayuntamiento, dándose con 
ello por citada a la empresa imputada en tiempo y forma lega-
les, concediéndosele un plazo de quince días hábiles, conta-
dos desde el día siguiente a la publicación del presente anun-
cio, para su personación en el Servicio de Consumo de esta 
Delegación del Gobierno, sita en Paseo de Almería, núm. 68, 
con el fin de que le sea notificado el referido Acuerdo de Inicio, 
significándole que en el referido plazo puede igualmente pre-
sentar las alegaciones, documentos e informaciones así como 
proponer las pruebas que considere oportunas. Informándo-
sele igualmente al expedientado que de no efectuar las refe-
ridas alegaciones, el Acuerdo de Inicio podrá ser considerado 
como Propuesta de Resolución, a efectos de la continuación 
de la correspondiente tramitación, frente a la cual podrá efec-
tuar alegaciones en un nuevo plazo de quince días, conforme 
a lo establecido en el artículo 19 del Real Decreto 1398/1993, 
de 4 de agosto.

En el supuesto de no comparecer en el plazo indicado, se 
le dará por notificado en el día de la publicación de presente 
anuncio en el último lugar en que haya sido publicado.

Expediente: 530/06.
Empresa imputada: Autosmario Import Export, S.L.; CIF: B-
04515029.
Último domicilio conocido: Ctra. de Alucún, 191. 04740, Ro-
quetas de Mar (Almería).
Trámite que se le notifica: Acuerdo de Inicio de expediente san-
cionador por presuntas infracciones en materia de Consumo.
Sanción propuesta: Seiscientos euros (600 €).

Almería, 1 de febrero de 2007.- El Delegado del Gobierno, 
Juan Callejón Baena. 


